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1. LA REFORMA LABORAL DE 1990

Los primeros años de la década de los
noventa significaron para Colombia la
introducción de cambios importantes en
su organización política y económica,
que se plasmaron en un conjunto de re-
formas enmarcadas dentro del ideario
neoliberal y como condición para la ne-
gociación de créditos externos con los
organismos multilaterales. Las reformas
incluían tres temas en lo fundamental:
apertura económica, privatización de em-
presas públicas y flexibilización del mer-
cado laboral.

En particular, la flexibilización del
mercado laboral fue una de las primeras
iniciativas del modelo de internacionali-
zación de la economía que se desarrolla-
ron a principios de esa década, lo que
hace interesante el análisis de la evolu-
ción de las reformas y sus implicaciones.
Se puede contrastar la evidencia empíri-
ca con los propósitos originales de la re-

forma, en la perspectiva de los resultados
en materia de desempleo, temporalidad
del empleo, calificación de la mano de
obra, y su productividad.

1.1. El marco institucional
previo a la reforma

El mercado laboral ha sido objeto de una
regulación especial, en razón de sus im-
plicaciones sociales, y en especial por
tratarse de un factor productivo, determi-
nante en la dinámica económica. A juicio
de los promotores de la apertura econó-
mica, la legislación colombiana vigente
hasta 1990 era demasiado rígida para lo-
grar los objetivos de adecuación a los cam-
bios tecnológicos y las estrategias de
adaptación a las condiciones del mercado
internacional.

La perspectiva implícita en toda la
argumentación reposaba en el supuesto de
que los costos laborales en el país eran
demasiado elevados y dificultaban una
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mejor competitividad con el exterior. En
ese orden de ideas, las reformas introdu-
cidas se orientaban a reducir el costo la-
boral de las empresas y a facilitar el libre
despido, sin necesidad de probar justa cau-
sa por parte de las empresas.

En concreto, a la rigidez del mercado
laboral se atribuyó la grave crisis de des-
empleo que afectó a Colombia a media-
dos de los años ochenta y que llevó al
gobierno a contratar la Misión de Empleo
dirigida por el profesor Chenery. Ella re-
comendó flexibilizar los sistemas de con-
tratación laboral.

La reflexión sobre la crisis de 1986
evidenció algunas limitaciones de la legis-
lación colombiana en materia laboral, que
“venía propiciando la rotación acelerada
de los trabajadores formales, fomentan-
do diversas formas de contratación tem-
poral y entorpeciendo, en última
instancia, la ocupación estable de la fuer-
za de trabajo por parte del sector formal
de la economía” (Lora, 1991). Se encon-
tró que el 33% de la fuerza laboral se des-
vinculaba de las empresas cada año y que
más de cien mil empleados próximos a
cumplir diez años de trabajo eran despe-
didos, con lo cual la antigüedad prome-
dio en una empresa era de 4.5 años
(Garay, 1998).

Específicamente, los elementos  del
Código Sustantivo del Trabajo que se con-
sideraron limitantes para la creación de
nuevos empleos y de una mayor estabili-
dad eran los siguientes:

• Doble retroactividad: Cuando no se rea-
lizaran retiros parciales, la retroactivi-
dad de las cesantías equivalía al aumento
del salario nominal del trabajador más
un interés del 12% anual, por el hecho
de haber dispuesto de las cesantías de
los trabajadores en el período. Si el tra-
bajador realizaba retiros parciales de las
cesantías, se generaba un sobrecosto
para las empresas, ya que debían reco-
nocer el aumento del salario nominal
sobre esos derechos retirados sin haber
dispuesto de ellos.
Como quiera que los retiros parciales
aumentaban con la antigüedad, el sis-
tema castigaba la estabilidad del traba-
jo, porque contenía un incentivo al
despido de personal, con el fin de no
acumular cesantías. En términos de sa-
larios pagados como cesantías, esta nor-
ma significaba que un trabajador de un
año de antigüedad recibiera en prome-
dio 1.29 salarios al año, mientras que
trabajadores de 20 años de antigüedad,
recibían 4.27 salarios.

• Cláusula de acción de reintegro: Esta
cláusula se creó para garantizar la esta-
bilidad de los trabajadores antiguos,
pues a través de ella aquellos que con-
taban con más de diez años de antigüe-
dad podían demandar a la empresa en
caso de despido, por una acción de rein-
tegro y por el pago de una pensión-san-
ción. La filosofía era que el despido
después de varios años de trabajo fo-
mentaría la indigencia, por la dificul-
tad para aprender otro oficio. El efecto
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fue el contrario, pues se estimuló el des-
pido al aproximarse el trabajador a los
10 años de antigüedad.

• Fomento del empleo temporal y sub-
contratación: Aunque el propósito de
la legislación era estimular el empleo
permanente, la tendencia en las empre-
sas era a flexibilizar la contratación, re-
ducir costos laborales, y ajustar el
empleo a los ciclos de la producción,
con la consecuente inestabilidad y de-
terioro de la remuneración.

• Debilitamiento del movimiento sindi-
cal: Como efecto de la marcada ines-
tabilidad, la sindicalización de los
trabajadores disminuía progresivamen-
te, por lo que el movimiento sindical se
debilitó notoriamente. En 1984 el 9.3%
de los trabajadores estaba afiliado a sin-
dicatos y en 1990, esa proporción solo
llegaba a 7.8%.

Los defensores de la flexibilización
laboral atribuían la escasa competitividad
del país a un supuesto elevado costo la-
boral cuando en realidad este solo repre-
senta alrededor del 15% de los costos
totales. En cambio los pasivos financie-
ros de las empresas pesaban más, por las
elevadas tasas de interés que imperaron tras
la adopción de la apertura económica. Ello
explica que en todas las encuestas los em-
presarios consideren a las cargas financie-
ras la primera causa de la severa crisis que
ha azotado a las empresas.

1.2. Flexibilización
del mercado laboral

La propuesta de una reforma laboral se
fundó en el supuesto de que un modelo
sustitutivo de importaciones poco se pre-
ocupa por la productividad del trabajo y
la calidad del producto, o por los altos
precios que los consumidores pagan. Se
suponía que bajo dicho modelo, el em-
pleo se mantenía trasladando los costos a
los precios. Una legislación de tipo tute-
lar como la vigente buscaba entonces me-
jorar las condiciones de trabajo y la
estabilidad del empleo en un sistema de
producción que necesitaba el aumento del
poder adquisitivo de los asalariados y la
contratación a largo plazo.

Con la internacionalización de la eco-
nomía y la desregulación interna, la pro-
ducción nacional debe competir con la
producción mundial y adquiere mayor
importancia el aumento de la productivi-
dad. Los defensores de tal concepción se
ocupan poco de analizar las distorsiones
(cuotas, subsidios) existentes en el merca-
do mundial y privilegian la flexibilización
laboral como vía para competir en el nue-
vo contexto económico mundial. Tampo-
co tienen en cuenta que en el promedio
regional, los costos laborales nunca supe-
ran el 15% del total de los costos de las
empresas. Los mayores costos correspon-
den a cargas financieras y e impuestos. Por
ello, pese a la flexibilización que ha abara-
tado el costo de la nómina, las exporta-
ciones no han crecido como se prometió.
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En esa lógica, una regulación del mer-
cado laboral que garantice la estabilidad
de los trabajadores se percibe como un fre-
no a la competitividad de las empresas y
como un factor de incertidumbre respec-
to de su supervivencia. Se entiende en esa
lógica que la protección de los que están
empleados reduce los incentivos para ge-
nerar nuevos puestos de trabajo. Pero po-
dría argumentarse, por el contrario, que
los sobrecostos de origen legal, en la prác-
tica, terminan siendo pagados por los mis-
mos trabajadores a través de menores
salarios, y que por lo tanto el efecto de la
legislación laboral sobre la demanda de
trabajo en el largo plazo es nulo.

Otro argumento a favor de la flexibi-
lización, según el cual una legislación pro-
tectora aumenta el poder de negociación
de los trabajadores ya contratados y les per-
mite obtener mayores salarios a cambio
de menores niveles de ocupación, encuen-
tra su contrapartida en la “Teoría de los
Contratos Implícitos”: para esta, la ma-
yor protección disminuye los riesgos para
los trabajadores y los induce a aceptar me-
nores salarios con efectos positivos sobre
el empleo.

De otro lado, existe la creencia de que
la rigidez laboral aumenta los costos de
las empresas y, al reducir la tasa de ganan-
cias, afecta la inversión y el crecimiento.
Pero las políticas de flexibilización aplica-
das en Colombia y en la región han coin-
cidido con niveles elevados de tasas de
interés y con ciclos recesivos que han pro-
vocado una disminución de la demanda.

Al final, parece mas realista explicar las
dificultades de las empresas por los eleva-
dos costos financieros y la recesión eco-
nómica, que a causa de los costos laborales.

O si no, ¿cómo explicar la caída en la
actividad de la construcción entre 1998 y
2000, si en esa actividad la relación labo-
ral es absolutamente flexible? Los trabaja-
dores de ese ramo son enganchados al
iniciarse la semana y liquidados al finali-
zar la misma o al término de la obra, sin
que exista estabilidad, ni afiliación a se-
guridad social, ni al sistema de riesgos pro-
fesionales  y sin hacer por ellos aportes
parafiscales. Pero el área construida que
había aumentado aceleradamente cuando
los dineros del narcotráfico se lavaban en
el sector construcción, pagándose precios
exorbitantes por la tierra y los inmuebles,
se derrumbó cuando se restableció la ex-
tradición, se aprobó la ley de extinción de
dominio y varios líderes fueron captura-
dos o muertos. Ello coincidió con la rece-
sión general de la economía y la elevación
del desempleo, por ende, con una menor
demanda por vivienda. Todo ello, suma-
do al elevado costo de los créditos para los
constructores, explica mejor la caída de esa
actividad que la supuesta rigidez laboral,
inexistente en tal sector.

La reforma laboral se elaboró con el
fin de corregir los supuestos problemas de
rigidez laboral mencionados, que le resta-
rían competitividad a las empresas debi-
do a las distorsiones de los costos laborales,
la poca flexibilidad en la contratación, la
débil generación y estabilidad del empleo
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y la tendencia al debilitamiento del movi-
miento sindical.

1.3. Reforma laboral
con resultados inciertos

La reforma laboral colombiana ha reduci-
do, sin duda, el costo de adaptación de las
empresas, y además el de manejo de una
planta de personal dada.  La reducción
arancelaria bajó el costo de las importa-
ciones de equipo y ello pudo estimular el
reemplazo de trabajadores por equipos,
aunque parece ser que el proceso de re-
conversión no se desarrolló con la profun-
didad deseada y de ello da cuenta el lento
crecimiento de la productividad.

Aunque resulta difícil medir con exac-
titud el efecto de la reforma, el adveni-
miento de elevadas tasas de desempleo tras
su implementación permitiría pensar que
las condiciones macroeconómicas internas
y/o el comportamiento del sector externo
anularon los efectos buscados; o bien, que
la normativa laboral no tenía el grado de
incidencia en el comportamiento del em-
pleo que sus reformadores le atribuyeron.

La reforma laboral se acompañó de
cambios profundos en la Constitución y
en las instituciones de comercio exterior.
Coincidió con la liberación financiera y
cambiaria, y con el aumento de la carga
fiscal.

Para algunos autores la reforma labo-
ral de 1990 ha contribuido a flexibilizar
el mercado de trabajo, aumentando la ve-
locidad con la que el empleo se ajusta a

cambios en la producción (Farné y Vivas,
1996)  o acentuando la fluctuación cícli-
ca del desempleo. Hay quienes encuen-
tran, por ejemplo, que la reforma laboral
es responsable de una cuarta parte de la
caída del empleo en Colombia, desde fi-
nales de los años ochenta y mediados de
los noventa. (Kugler, 1999)

Para otros autores, la reforma laboral
ha evitado una severa reducción en el
empleo industrial, pues de mantenerse las
tendencias de los años ochenta, la deman-
da laboral habría sido hasta 28% menor
de lo que fue realmente. (Lora y Henao,
1995). Pero esta conclusión parece dema-
siado optimista pues el ejercicio realizado
recoge el efecto de todas las reformas apli-
cadas al comienzo de los años noventa y
no sólo las de la reforma laboral.

En suma, para el caso colombiano,
como para todos los países, existen serias
dificultades para precisar los efectos de los
cambios laborales en el nivel de ocupación.
Si se trata de estimar el probable ahorro
que ha significado para las empresas el
mayor uso de trabajadores temporales y
se suma a la cifra resultante un 5% de re-
ducción en los costos laborales totales, que
es una estimación del impacto de la refor-
ma sobre la nómina de las empresas, y a
este valor se le aplica una elasticidad em-
pleo-costo laboral promedio, tendríamos
un valor aproximado del efecto total que
la reforma laboral pudo haber ejercido
sobre el empleo urbano colombiano.

Según el sector de actividad conside-
rado, los trabajadores temporales tienden
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a ser pagados entre un 25% o 30% menos
que los trabajadores permanentes; esta di-
ferencia parece mantenerse constante en
los últimos años, a excepción de los secto-
res de construcción y servicios, donde la
diferencia es mayor. Para los mercados la-
borales de Argentina, Colombia, Chile  y
Perú, el trabajador con contrato laboral
representa un costo 34% inferior al con-
tratado por período indefinido (Tockman
y Martínez, 1999).

Si se asume que la reforma laboral
incrementó la incidencia de la temporali-
dad ocupacional entre un 3% y 4%, re-
sultantes de comparar el máximo valor
alcanzado por la temporalidad antes y des-
pués de 1990 (21.8% en septiembre de
1985 y 25.5% en septiembre de 1998) y
habida cuenta de que los trabajadores tem-
porales cuestan 75% del costo de los tra-
bajadores a término indefinido, la
disminución total de los costos laborales
agregados sería del 1%. (Farné, 1999).

En resumen, con una estimación
conservadora, se puede suponer que la re-
forma laboral de 1990 logró bajar los costos
de la mano de obra asalariada en 6% para
el conjunto de la economía; ello pudo en
efecto presentarse y si se aplica una elasti-
cidad de -0.5, el aumento de la demanda
de trabajo debió ser de 3%, de modo tal
que para 1991 el impacto de la reforma
en la generación de nuevos empleos en el
sector asalariado formal pudo ser de
55.000 en las siete áreas metropolitanas,
en donde los 2.500.000 trabajadores
(70%) están cubiertos por la ley.

1.4. Efectos de la reforma laboral

Si buscamos establecer los impactos de la
reforma laboral, debemos contrastar los
objetivos que se trazó con los resultados
observados. Este apartado busca algunos
aspectos que al respecto resultan relevan-
tes, correspondientes a los costos labora-
les, el comportamiento de los salarios y
los niveles de sindicalización.

Costos Laborales:

Con la información disponible no es fácil
cuantificar el monto preciso de la dismi-
nución en los costos laborales. Existe ape-
nas una estimación del ahorro que pudo
derivarse de la eliminación de la doble re-
troactividad de las cesantías. En todo caso,
la jornada de 36 horas y la posibilidad de
postergar por diez años el reconocimien-
to de la unidad de empresa, han encon-
trado poca acogida, pues sólo pueden ser
aplicadas en algunas actividades.

La  jornada de 36 horas no se aplica
sino en el caso de procesos productivos
continuos y la unidad de empresa sólo
puede ser aplicada, previo concepto favo-
rable del Ministerio de Desarrollo. El sa-
lario integral, por su parte, permite pagar
el total de la remuneración sin dejar pen-
dientes pasivos laborales, sólo cobija a los
empleados que devengan más de 10 sala-
rios mínimos, una pequeña proporción de
los asalariados.

Determinar el impacto de la Ley 50
de 1990, sobre los costos laborales, es tarea
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compleja: las modificaciones adoptadas se
superponen a las normas introducidas con
la reforma de seguridad social, Ley 100 de
1994, y la reforma al Servicio Nacional de
Aprendizaje, que también afectaron los
costos laborales de las empresas. Sin em-
bargo, la sensación entre empresarios es que
la relativa disminución de los costos labo-
rales proveniente de la reforma laboral, es-
pecialmente de la eliminación de la
retroactividad de las cesantías y de la ac-
ción de reintegro, luego terminó rebasada
por el aumento de las cotizaciones de la se-
guridad social a cargo de los empleadores.

Antes de la ley L00 de 1993, las
contribuciones a la seguridad social cons-
tituían el 13.5% de los salarios; al emplea-
dor le correspondía el 9% y a los

Tabla 1. Cargas legales sobre la nómina

(% de los salarios básicos)

Tipo de cargo Antes de ley 50/90 Después de ley 50/90
y  Ley 100/94 y Ley 100/93

Salarios Diferidos 22.5% -30.82% 22,50%

Prima de navidad 8,33% 8,33%

Vacaciones 5,83% 5,83%

Cesantía 8.33% - 16.66% 8,33%

Contribuciones  a la Seguridad Social 11.0% - 12.5% 19.20% - 21.38%

Pensiones 5,33% 10.12% - 10.88%

Salud 4,67% 8%

Atep 1.0% - 2.5% 1.0% -2.5%

Contribuciones Parafiscales 9% 9.0% - 10.0%

Sena 2% 2.0% - 3.0%

ICBF 3% 3%

Subsidio familiar 4% 4%

Total 42.50% - 52.32% 50.07% - 53.88%

Fuente: Reyes 1997.

trabajadores el 4.5% restante. Con la re-
forma del régimen de seguridad social, el
pago para pensiones y para salud se incre-
mentó. Por su parte, la reducción de los
costos laborales debida a la eliminación de
la doble retroactividad de las cesantías se
ha calculado en aproximadamente 4.2%.

Las mayores reducciones en costos
laborales provinieron del pago de cesan-
tías mientras que el mayor incremento
se originó en las contribuciones adicio-
nales a la seguridad social en salud y en
pensiones.

Comportamiento de los salarios:

Si se observa la evolución de los índices
de salarios reales entre 1990 y 1997 para
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los asalariados, se encuentra que los sala-
rios de empleados en la industria manu-
facturera crecieron aceleradamente,
mientras que los salarios de los obreros cre-
cieron moderadamente; quizás por la me-
nor demanda de este tipo de trabajadores,
a causa de su reemplazo por maquinaria.

El salario real en la construcción que
estuvo deprimido entre 1990 y 1993, tuvo
un crecimiento importante entre 1994 y
1995 cuando el sector estuvo en auge y
tras una pausa en 1996, volvió a crecer en
1997. Sin embargo la severa contracción
de la actividad constructora en los años
1998 y 1999 afectó el nivel de empleo y
remuneración en el sector. El salario mí-
nimo legal se mantuvo estable entre 1991
y 1997 después de haber caído 2.6% en
1991. Comparado con los salarios de los
demás sectores, la política de salario mí-
nimo ha sido pasiva (OIT, 1998).

Los defensores de la liberalización de
mercados sostienen que mientras ha au-
mentado la volatilidad en la demanda de
las empresas, la existencia del salario mí-
nimo legal introduce una rigidez, pues por
debajo del mismo no se le puede pagar a
nadie. Sin embargo no discuten, en qué
proporción ese salario asegura a sus recep-
tores el acceso a la canasta básica de bie-
nes y servicios.

Los ingresos laborales urbanos han
crecido más en los sectores de servicios y
menos en los sectores de industria, comer-
cio, restaurantes y hoteles, transporte, co-
municaciones y construcción.

Si se analizan los ingresos laborales

urbanos con respecto a la escolaridad, se
observa que los salarios de las personas con
12 o más años de educación (post-secun-
daria) han crecido más que los de las per-
sonas con secundaria completa o menos;
y los ingresos laborales de las mujeres en
las ciudades han crecido más que los de
los hombres.

Al parecer, el proceso de apertura y
globalización de la economía ha estimu-
lado a las empresas a mejorar su producti-
vidad, aumentando la demanda por
trabajadores más calificados.

El premio en remuneración a los tra-
bajadores que poseen alguna educación
secundaria está descendiendo, pues estas
personas tienen problemas para conseguir
buenos empleos. Lo mismo sucede con
quienes han cursado la educación secun-
daria completa, de donde parece deducir-
se que hay un desajuste entre el tipo de
educación secundaria recibida y las exigen-
cias del mercado.

Un hecho destacable es el mayor pre-
mio a los trabajadores con alguna educa-
ción post-secundaria o universitaria
completa; lo cual podría explicarse por una
creciente escasez de dichos trabajadores en
el mercado.

En el nuevo orden económico instau-
rado a partir de 1990, la apertura comer-
cial y financiera trajo la revaluación de la
tasa de cambio y elevó la participación del
sector público en el PIB, modificando los
precios relativos de los bienes exportables
y no exportables a favor de estos últimos.
Se introdujo entonces una gran diferen-
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cia entre la tendencia de inflación medida
por el índice de precios al consumidor
utilizado para estimar el salario real que
recibe el trabajador; y la tendencia del ín-
dice de precios al productor, con el cual se
mide el costo laboral de la mano de obra
para las empresas.

Lo anterior introdujo un cambio en
las tendencias de los costos laborales para
las empresas (medidas en unidades de pro-
ducto) y  la tendencia de los salarios reales
calculados respecto del índice de precios
al consumidor. En el período 1990-1997,
los costos reales en la industria manufactu-
rera, deflactados por el índice de precios al
productor se mantuvieron estacionarios
cuando la inflación del IPC fue muy simi-
lar al del IPP (1984 -1991); pero los costos
en la industria comenzaron a crecer rápi-
damente a partir de 1992 cuando el IPC

crece con más prisa que el IPP.
Si se analiza la remuneración real que

recibe el trabajador (R/IPC), ésta creció
14.2% entre 1990 y 1997, a un ritmo de
1.9% anual. Pero si dicha remuneración
se corrige por el crecimiento de la produc-
tividad laboral (R/IPC/(Q/E) en el mismo
período este indicador decreció 13%.
Como esta remuneración real incluye el
factor prestacional de las empresas (com-
prendidos los efectos de las leyes 50 del
90 y 100 de 1993), no puede afirmarse
que el salario de mercado ni los costos de
las referidas reformas son los responsables
de los mayores costos para las empresas.

Si no se origina en el mercado de tra-
bajo la principal causa del encarecimiento

de la mano de obra para las empresas, éste
pudo ocurrir por el cambio en los precios
relativos de los bienes exportables y no ex-
portables a causa de la revaluación. El in-
cremento acumulado del 41.2% en el IPC

respecto al IPP significó un encarecimien-
to del costo laboral real para las empresas
(R/IPP) del 61.3% para el período com-
prendido entre 1990 y 1997; pero si se des-
cuenta el aumento de la productividad
media del trabajo en ese período, el costo
laboral unitario tuvo un crecimiento acu-
mulado de 22.8% entre en el mismo pe-
ríodo, lo cual equivale a un aumento en el
costo laboral real para las empresas manu-
factureras de cerca de 3% anual.

Este aumento de costos laborales
que pudo generar presiones inflaciona-
rias se enfrentó a las limitaciones del alza
de precios después de la apertura de
1990. Aquí podría encontrarse una ex-
plicación de la menor demanda por tra-
bajo y la mayor tendencia a la sustitución
por capital, en períodos de bajas tasas de
interés (1993-1994).

En condiciones de economías globa-
lizadas, es la comparación de salarios ex-
presados en dólares lo que determina la
competitividad de la producción nacional
frente a terceros, tanto en el mercado in-
terno como en el mercado mundial. Los
costos laborales en Colombia siguen sien-
do bajos, si se comparan con los de eco-
nomías más desarrolladas, incluso después
de entrar en vigencia las disposiciones de
la Ley 100 y la Ley 50.

De una muestra de países, en 1980
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Colombia ocupaba el cuarto lugar en or-
den descendente según el valor de los cos-
tos laborales por hora, en 1990 pasó a ser
el menor costo relativo y en 1997 sólo
México y Ecuador presentaban un menor
costo laboral. En términos de la competi-
tividad externa, estos resultados podrían
reflejar una relativa ventaja a favor de
Colombia ya que ante un mercado de re-
ferencia como son los Estados Unidos, los
costos laborales serían menores que los de
otros países.

Sindicalización:

A pesar de las normas introducidas en la
reforma laboral para agilizar la creación
de sindicatos y protegerlos contra el inten-
to de disolución por vía administrativa, el
sindicalismo en Colombia sigue atravesan-
do por un relativo estancamiento, si se lo
compara con décadas anteriores.

Para citar un ejemplo, la industria

manufacturera presentaba en 1993 una
tasa de sindicalización del 7.19%; muy
baja si se compara con los sectores de elec-
tricidad (29.6%), transporte (10.2%) y
servicios (13.2%). Esta tendencia se ha
prolongado a lo largo de los últimos años,
debido, entre otras causas, a los cambios
operados en el tipo de contratación. Ello
ha incidido en la escasa injerencia de los
sindicatos en las decisiones económicas de
las empresas, en su débil capacidad de
negociación, y también en el menor nú-
mero de huelgas realizadas.

2. IMPACTO DEL NUEVO MODELO

EN EL MERCADO DE TRABAJO

La adopción del modelo de internaciona-
lización de la economía colombiana in-
cluyó, entre sus motivaciones, la necesidad
de modificar las relaciones laborales y la
estructura de costos del trabajo en fun-
ción de mejorar la competitividad del país

Gráfico 1. Indice del costo laboral por hora - Industria

Fuente: Garay Luis J: 1998.
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en el escenario económico mundial. Al
cabo de una década es posible valorar los
resultados logrados, en el comportamien-
to de la economía en su conjunto y en el
desempeño de los factores laborales invo-
lucrados en la competencia internacional.

En el primer lustro que siguió a las
reformas de 1990, el crecimiento del pro-
ducto, el balance externo y el nivel de des-
empleo se mantuvieron dentro de la
tendencia precedente. Pero en la segunda
parte de la década de los noventa, el co-
mercio exterior perdió dinamismo y se
mantuvo deficitario por un lustro, el des-
empleo aumentó con una tendencia ace-
lerada y, al llegar al año 1999, la economía
experimentó la más severa recesión de este
siglo, con un crecimiento negativo (-6.4%)
en el primer semestre de dicho año.

2.1. Empleo y desempleo

Para una población total de 39.3 millones
de personas en septiembre de 1997, la
Población en Edad de Trabajar -PET- era
de 29.9 millones, la Población Económi-
camente Activa -PEA- era de 16.9 millo-

nes, el total de ocupados era de 15.3 mi-
llones y de los 1.67 millones de desocu-
pados, 1.27 millones residía en áreas
urbanas y 400.000 en áreas rurales.

En esas condiciones el desempleo to-
tal que fluctuó en torno a 1.2 millones de
personas se elevó rápidamente a partir de
1995 pasando de 8.06% en 1994 a 11.8%
en 1997 hasta llegar en el 2000 a tasas su-
periores al 20%. De acuerdo con la nueva
metodología, la tasa de desempleo rural que
había sido de sólo 4% en 1989 se elevó a
6.2% en 1998. y a 9.3% en el 2000.

La tasa de desempleo a nivel nacional
es casi el doble para mujeres que para hom-
bres, con una diferencia muy pequeña para
este fenómeno entre las zonas urbana y ru-
ral, pues en ambas es muy alta. Para el caso
de los hombres sí existe un diferencial muy
grande en la tasa de desempleo masculino
urbano y rural. A nivel general, el desem-
pleo masculino es 80% más elevado en zo-
nas urbanas que en zonas rurales.

Resulta claro, entonces, que el des-
empleo afecta la población de modo dife-
rente, dependiendo de la edad y del
género, y su incidencia es también impor-

Fuente: Cálculos DNP-DDS-SGV con base en DANE. Encuesta nacional de hogares septiembre 2001

Cuadro 2. Desempleo urbano y rural por géneros

Urbano Rural

Año Hombres Mujeres Total Hombres Mujeres Total Total País

1994 5,6 11,8 8,2 2,3 10,8 4,5 7,1
1996 9,2 13,9 11,2 3,3 12,8 5,7 9,7
1998 12,1 17,9 14,6 3,1 14,1 6,2 12,3

2000 15,2 23,9 19,2 5,2 19 9,3 16,6
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tante según la formación del individuo en
la familia y los niveles de escolaridad.

Si se observa la edad, en zonas urba-
nas la incidencia del desempleo es mayor
en los grupos de menor edad (12-17 años)
y (18-24 años).  En el 2000 a nivel nacio-
nal urbano la tasa de desempleo para jó-
venes entre 12 y 17 años fue de 44.7% y
para jóvenes entre los 18 y 24 años fue de
34.8% A junio de 1998 el desempleo abier-
to en las siete áreas metropolitanas había
alcanzado el nivel de 15.1%, y fué la pri-
mera vez que se superó el nivel de 14.7%
de desempleo, observado en junio de 1986
tras el proceso de ajuste fiscal y cambiario
del período 84-85. Entre marzo de 1994 y
marzo de 1998 se crearon sólo 523.157
nuevos empleos, de acuerdo con el DANE,
lo cual determina un ritmo promedio de
crecimiento del empleo urbano de 2.2% al
año, insuficiente para absorber el incremen-
to de la oferta de trabajo.

Si se observa el empleo por ramas de
actividad, se encuentra que en el período
1994-2000 la industria y la construcción
(incluyendo minas y canteras) redujeron en
términos absolutos el total de puestos de
trabajo, y la generación de nuevos empleos
urbanos se concentró en sectores con altos
índices de informalidad, como comercio,
restaurantes y hoteles, servicios comunita-
rios, sociales y personales; todo ello con un
deterioro en la calidad del empleo en tér-
minos de ingreso y estabilidad.

La tendencia al deterioro de la cali-
dad del empleo se reafirma con el aumento
del subempleo desde el 13% en marzo de

1994 a 20.2% en marzo de 1998, período
en el cual la mayor creación de nuevos
empleos ocurrió en el segmento de ayudan-
tes, familiares sin remuneración (55%), tra-
bajadores por cuenta propia y patrones y
empleadores, en su mayoría propietarios de
pequeños establecimientos (25%).

Todos los empleos referidos presen-
tan un elevado índice de informalidad, y
en cambio el empleo asalariado en empre-
sas privadas se mantuvo prácticamente
estancado (2.2%). En suma, el índice de
salarización de la economía urbana descen-
dió de 69.8% en 1994 a 65.5% en 1998.

2.2. Evolución
en la calidad del empleo

El proceso de internacionalización de la
economía, al mismo tiempo que promue-
ve una rápida modernización de los sec-
tores que deseen competir en la escena
mundial, genera restricciones para secto-
res productivos tradicionales. Así por
ejemplo, si la producción agrícola orien-
tada a la exportación se desarrolla en ex-
tensiones grandes con intensiva inversión
de capital, la economía campesina puede
no estar en capacidad de competir, lo cual
producirá desplazamiento de población
rural que se ocupaba de producir alimen-
tos básicos para el consumo local; y dicho
desplazamiento ha sido reforzado por la
violencia rural.

La incapacidad de la economía urba-
na para absorber el mayor volumen de
mano de obra disponible se explica en



Capítulo 1
P O L Í T I C A S  P Ú B L I C A S

241

D E S A F Í O S  D E  L A  P O L Í T I C A  S O C I A L  Y  E C O N Ó M I C A

parte por la utilización de mano de obra
de alta calificación que exige la moderni-
zación económica, pero sobretodo, por la
severa recesión del sector productivo a cau-
sa de las elevadas tasas de interés, la con-
tracción de la demanda y la competencia
con productos importados.

A la baja calificación de la mano de
obra migrante se agrega el aumento de la
oferta laboral por la mayor participación
de la mujer, la menor capacidad del Esta-
do para generar empleo y la baja reten-
ción de la juventud en el sistema educativo
a causa de los bajos ingresos familiares.

Medido según los parámetros pro-
puestos por el DANE, el sector informal
mantuvo su participación en el empleo ur-
bano un poco por encima del 50% du-
rante la primera parte de los 90, para luego
aumentar rápidamente al finalizar de la dé-
cada y alcanzar en junio del 2000 el 60%.

Este aumento resulta de dos fenóme-
nos concomitantes:

1. Se produjo una recomposición del em-
pleo hacia ocupaciones con mayores
niveles de informalidad.  De hecho, se
registró una caída de la representativi-
dad de los asalariados, tanto públicos
como privados, que se reflejó en un in-
cremento en 10 puntos porcentuales de
la participación de los trabajadores por
cuenta propia.  Estos últimos, a dife-
rencia de los primeros, son informales
casi en su totalidad, aunque la inciden-
cia de la informalidad bajó levemente
entre 1992 y 2000.

2. Se agudizó el grado de informalidad en
algunas ocupaciones.  En particular, au-
mentó la proporción de empleos infor-
males entre los asalariados (de 37.1% a
38.6%) y los empleadores (de 86.1% a
87.7%).

Esta evolución de la informalidad
puede reflejar, al menos en parte, un pro-
ceso de descentralización económica con-
secuencia de la racionalización de la
organización productiva de las empresas,
a su vez impulsada por la búsqueda de me-
nores costos y mayor productividad. En
efecto, la expansión de la informalidad en
la década de los 90 fue más rápida en las
actividades económicas con menos de 5
trabajadores (+7.9 puntos) que en aque-
llas con menos de 10 (+6 puntos).

Esto nos indica que no todo el creci-
miento del empleo informal, medido con
base en el criterio del tamaño del estable-
cimiento, puede interpretarse como un
aumento del rebusque; parte se debe a la
contracción de las dimensiones medias de
las actividades productivas y al fenómeno
del outsourcing o compra de bienes, partes
servicios a proveedores externos con los
cuales la empresa establece una relación
comercial no laboral

Entre 1992 y 2000 se evidencia cier-
to deterioro en las condiciones de trabajo
globales que resulta bastante diferenciado
por sector de actividad y categoría ocupa-
cional. La peor evolución la registran los
trabajadores por cuenta propia formales:
cerraron sus negocios en locales fijos y
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pasaron a trabajar en la casa o en peque-
ñas actividades comerciales callejeras.  A
los trabajadores por cuenta propia infor-
males, les pasó algo similar: ahora traba-
jan menos en sitios fijos y más como
vendedores en vehículos o puerta a puer-
ta.  La verdad  es que el crecimiento de
estas últimas actividades ha sido impor-
tante también en las empresas (emplea-
dores y asalariados).

Los asalariados que firmaron contra-
to en el sector formal han disminuido res-
pecto a 1994, pero todavía constituían una
amplia mayoría del 81% en el 2000.  No
puede afirmarse lo mismo de los asalaria-
dos del sector informal y del servicio do-
méstico. Apenas el 32% de los primeros y
el 16% de los segundos tenían en el 2000
contrato escrito.

La fuerte contracción respecto a 1994
refleja, sin duda, una precarización del
empleo informal pero también la práctica
muy difundida de entablar relaciones la-
borales de manera verbal; práctica que se
tuvo en cuenta en la encuesta de 1994,
mas no en la del 2000.

Entre los asalariados con contrato la-
boral es posible discriminar los que son
vinculados en forma indefinida de aque-
llos vinculados sólo a término fijo. A este
respecto, el crecimiento de la temporali-
dad ha sido un fenómeno generalizado,
pero particularmente intenso entre los asa-
lariados informales (de un 20.6% en 1994
se pasó a un 37% en el 2000).  Hasta los
pocos servidores domésticos que tienen
contrato laboral han sufrido las consecuen-

cias de este aumento, al pasar su tempora-
lidad del 5.8% al 27.8%.  En el sector for-
mal privado, sin embargo, el porcentaje
de trabajadores vinculados a término fijo
subió de 24.5% en 1994 a 33.2% en el
2000. Por último, los empleados públicos
son los menos afectados por la temporali-
dad que involucra apenas a un 17% del
total de los funcionarios y que aumentó
apenas unos cinco puntos porcentuales
durante el período analizado.

La gran mayoría de los trabajadores
formales laboran lo correspondiente a la
jornada legal, es decir cinco o seis días a la
semana.  En el sector informal sólo la mi-
tad de los ocupados lo hace.  En él, un
porcentaje comparativamente alto de in-
dividuos trabaja sin descanso durante toda
la semana (25%) o lo hace sólo cuando es
posible (4.5%).  Sobresale la condición de
un buen número de cuenta propia, el
7.5% de los informales y el 9% de los for-
males, que trabaja sólo cuando se le pre-
senta la ocasión.  La Ley 100 no sólo
reformó los sistemas de pensiones, salud
y riesgos profesionales del país, sino que
marcó el paso del sistema público del Se-
guro Social a un sistema mixto.  Aquí se
examinan los resultados en materia de sa-
lud y pensiones.

En principio, los avances en térmi-
nos de salud han sido muy positivos. En
tan sólo siete años, la cobertura a nivel
nacional pasó de un 25% de la población
total a un 52%.  Aterrizando las cifras al
campo propiamente laboral, sin embargo,
estos avances no parecen tan notables, pues
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la expansión de la cobertura se debe fun-
damentalmente al aumento de los benefi-
ciarios. En 1993 ellos representaban el
12.1% de la población mientras que en el
2000, incluyendo los beneficiarios tanto
del régimen contributivo como del subsi-
diado, representaban el 37.8%.  En cam-
bio, la proporción de aportantes al sistema
casi no ha mejorado: equivalía al 13.5%
en 1993 y pasó al 14.4% en el 2000.

A pesar de lo anterior, la afiliación a
la seguridad social de los trabajadores in-
formales sigue siendo muy baja, del or-
den del 26%.  Además, el buen éxito en
materia de salud no necesariamente signi-
ficó mejores condiciones de trabajo: en el
caso de los trabajadores beneficiarios del
sistema, dulcificó el acuerdo de relaciones
contractuales de carácter no laboral a tra-
vés de las cuales el empleador no contri-
buye a la seguridad social y reduce sus
costos laborales, pero transfiere a la socie-
dad o al trabajador el peso de la financia-
ción de estos servicios.

En pensiones, la afiliación de los tra-
bajadores colombianos bajó tanto a nivel
nacional – de 34.7% a 33.5% - como a
nivel urbano formal – de 71.7% a 68.3%-
e informal – de 16.6% a 13.5%.

En el agregado de las siete principa-
les ciudades la evolución según categoría
ocupacional fue bastante diferenciada.  Los
asalariados del sector privado formal e in-
formal fueron los más afectados y en su
conjunto disminuyeron el porcentaje de
su afiliación en 6 puntos. El servicio do-
méstico, los ayudantes familiares y los tra-

bajadores por cuenta propia no profesio-
nales a duras penas mantuvieron sus exi-
guas coberturas. En cambio, los
trabajadores por cuenta propia formales y
los empleadores de los dos sectores incre-
mentaron notablemente su afiliación.

Como era de esperarse dado el actual
ciclo recesivo que está sufriendo la econo-
mía colombiana, el estudio del Observa-
torio del Mercado de Trabajo y la
Seguridad Social (2001) evidencia un gra-
ve deterioro de las condiciones cualitativas
del mercado de trabajo, más radical en su
componente informal.  A lo largo de la
década de los 90 “el empleo atípico ha cre-
cido en todas sus formas conocidas.  Ha
crecido la temporalidad, el empleo de tiem-
po parcial no deseado, el trabajo a domici-
lio, la falta de contrato laboral y  el número
de trabajadores por cuenta propia”.

En últimas, mientras los salarios rea-
les crecieron así en el sector formal como
en el informal, los ingresos de los trabaja-
dores por cuenta propia, profesionales y
no profesionales, y de los pequeños em-
presarios informales cayeron rápida y
abruptamente.  En promedio, los trabaja-
dores por cuenta propia informales ganan
hoy menos de un salario mínimo legal.

3. CONCLUSIONES

3.1. La reforma laboral de 1990

A principios de los años noventas, Colom-
bia se vio inmersa en una serie de cam-
bios, políticos, económicos y sociales
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inducidos en parte a los condicionamien-
tos inherentes a los  créditos otorgados por
los organismos financieros internacionales
y el afán de entrar a participar de un proce-
so de globalización y apertura.  Dentro de
las principales reformas aplicadas estuvo la
que perseguía la flexibilización laboral.

Para los impulsores del proceso de
apertura, la legislación laboral colombia-
na vigente hasta 1990 era demasiado rígi-
da y no se adaptaba a las nuevas
condiciones del marcado internacional y
a las nuevas tecnologías. Por otra parte se
argumento que los costos laborales le im-
pedían a las empresas competir con ma-
yor ventaja y en su momento se afirmo
que las rigideces en la legislación laboral
eran la principal causa del desempleo, afir-
mación fundamentada en lo expresado por
la Misión Chenery que a mediados de los
ochentas recomendó “flexibilizar”  los sis-
temas de contratación laboral.

3.2. Flexibilización
del mercado laboral

La reforma laboral tuvo su mayor susten-
to en el hecho de que el modelo de susti-
tución de importaciones no se preocupo
mucho por la productividad, y la calidad
del trabajo, en tanto que en el marco de
un proceso de apertura estos toman una
mayor importancia como punto impor-
tante en la competitividad.  Sin embargo
los abanderados de la apertura y de la re-
forma laboral no tienen en cuenta las dis-
torsiones existentes en el mercado laboral

y tampoco que los costos laborales para
América Latina no superaban en su mo-
mento el 15% de los costos de las empre-
sas, siendo de mayor peso las obligaciones
financieras.  Por ello, pese a la flexibiliza-
ción que ha abaratado el costo de la nó-
mina, las exportaciones no han crecido
como se prometió.

Según esta lógica la protección labo-
ral, al implicar un mayor costo para la
empresa, frena su competitividad y reduce
los incentivos para contratar más personal.
Por otra parte bajo esta concepción una
mayor protección de los  trabajadores in-
crementa su poder de negociación, lo que
les permite presionar por mayores salarios
aumentando los costos para las empresas.

Por tanto la reforma laboral se ela-
boró con el fin de corregir los supuestos
problemas de rigidez laboral menciona-
dos, que le restarían competitividad a las
empresas.

Aunque resulta difícil medir con exac-
titud el efecto de la reforma, el adveni-
miento de elevadas tasas de desempleo tras
su implementación permitiría pensar que
las condiciones macroeconómicas internas
y/o el comportamiento del sector externo
anularon los efectos buscados; o bien, que
la normativa laboral no tenía el grado de
incidencia en el comportamiento del em-
pleo que sus reformadores le atribuyeron.

Si se trata de estimar el probable aho-
rro que ha significado para las empresas el
mayor uso de trabajadores temporales y
se suma a la cifra resultante un 5% de re-
ducción en los costos laborales totales, que
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es una estimación del impacto de la refor-
ma sobre la nómina de las empresas, y a
este valor se le aplica una elasticidad em-
pleo-costo laboral promedio, tendríamos
un valor aproximado del efecto total que
la reforma laboral pudo haber ejercido
sobre el empleo urbano colombiano.

Si se asume que la reforma laboral
incrementó la incidencia de la temporali-
dad ocupacional entre un 3% y 4%, re-
sultantes de comparar el máximo valor
alcanzado por la temporalidad antes y des-
pués de 1990 (21.8% en septiembre de
1985 y 25.5% en septiembre de 1998) y
habida cuenta de que los trabajadores tem-
porales cuestan 75% del costo de los tra-
bajadores a término indefinido, la
disminución total de los costos laborales
agregados sería del 1%. (Farné, 1999).

Se puede suponer que la reforma la-
boral de 1990 logró bajar los costos de la
mano de obra asalariada en 6% para el con-
junto de la economía; ello pudo en efecto
presentarse y si se aplica una elasticidad
de -0.5, el aumento de la demanda de tra-
bajo debió ser de 3%, de modo tal que
para 1991 el impacto de la reforma en la
generación de nuevos empleos en el sec-
tor asalariado formal pudo ser de 55.000
en las siete áreas metropolitanas, en don-
de los 2.500.000 trabajadores (70%) es-
tán cubiertos por la ley.

La sensación entre empresarios es que
la relativa disminución de los costos labo-
rales proveniente de la reforma laboral,
especialmente de la eliminación de la re-
troactividad de las cesantías y de la acción

de reintegro, luego terminó rebasada por
el aumento de las cotizaciones de la segu-
ridad social a cargo de los empleadores.
Las mayores reducciones en costos labo-
rales provinieron del pago de cesantías
mientras que el mayor incremento se ori-
ginó en las contribuciones adicionales a la
seguridad social en salud y en pensiones.

Al parecer, el proceso de apertura y
globalización de la economía ha estimu-
lado a las empresas a mejorar su producti-
vidad, aumentando la demanda por
trabajadores más calificados. Un hecho
destacable es el mayor premio a los traba-
jadores con alguna educación post-secun-
daria o universitaria completa; lo cual
podría explicarse por una creciente esca-
sez de dichos trabajadores en el mercado.

El salario mínimo legal se mantuvo
estable entre 1991 y 1997 después de ha-
ber caído 2.6% en 1991. Comparado con
los salarios de los demás sectores, la polí-
tica de salario mínimo ha sido pasiva.
(OIT, 1998).

Los defensores de la liberalización de
mercados sostienen que mientras ha au-
mentado la volatilidad en la demanda de
las empresas, la existencia del salario mí-
nimo legal introduce una rigidez, pues
por debajo del mismo no se le puede pa-
gar a nadie. Sin embargo no discuten, en
qué proporción ese salario asegura a sus
receptores el acceso a la canasta básica de
bienes y servicios y constituye, en las con-
diciones de grave pobreza y miseria que se
vive en el país, un elemento centra de equi-
dad y de redistribución del ingreso.



P O L í T I C A S  P Ú B L I C A S

246

 A pesar de las normas introducidas
en la reforma laboral para agilizar la crea-
ción de sindicatos y protegerlos contra el
intento de disolución por vía administra-
tiva, el sindicalismo en Colombia sigue
disminuyendo sus efectivos, a causa de las
formas de contratación temporal, subcon-
tratación y outsourcing, y por la brutal
persecución que ha dejado mas de 3.000
lideres sindicales asesinados en la última
década.

3.3. Impacto del nuevo modelo
en el mercado de trabajo

En el primer lustro que siguió a las refor-
mas de 1990, el crecimiento del produc-
to, el balance externo y el nivel de
desempleo se mantuvieron dentro de la
tendencia precedente. Pero en la segunda
parte de la década de los noventa, el co-
mercio exterior perdió dinamismo y se
mantuvo deficitario por un lustro, el des-
empleo aumentó con una tendencia ace-
lerada y, al llegar al año 1999, la economía
experimentó la más severa recesión de este
siglo, con un crecimiento negativo (-6.4%)
en el primer semestre de dicho año.

Para una población total de 39.3 mi-
llones de personas en septiembre de 1997,
la PET era de 29.9 millones,  la PEA corres-
pondía a 16.9 millones, el total de ocupa-
dos era 15.3 millones y de los 1.67 millones
de desocupados, 1.27 millones residía en
áreas urbanas y 400.000 en áreas rurales.

En esas condiciones el desempleo to-
tal que fluctuó en torno a 1.2 millones de

personas se elevó rápidamente a partir de
1995 pasando de 8.06% en 1994 a 11.8%
en 1997 hasta llegar en el 2000 a tasas su-
periores al 20%. De acuerdo con la nueva
metodología, la tasa de desempleo rural que
había sido de sólo 4% en 1989 se elevó a
6.2% en 1998. y a 9.3% en el 2000.

Entre 1992 y 2000 se evidencia cier-
to deterioro en las condiciones de trabajo
globales que resulta bastante diferenciado
por sector de actividad y categoría ocupa-
cional. La peor evolución la registran los
trabajadores por cuenta propia formales:
cerraron sus negocios en locales fijos y
pasaron a trabajar en la casa o en peque-
ñas actividades comerciales callejeras.  A
los trabajadores por cuenta propia infor-
males, les pasó algo similar: ahora traba-
jan menos en sitios fijos y más como
vendedores en vehículos o puerta a puer-
ta.  La verdad  es que el crecimiento de
estas últimas actividades ha sido impor-
tante también en las empresas (emplea-
dores y asalariados).

En suma, la apertura económica ha
traído al país las más elevadas tasas de des-
empleo de su historia, con los mayores
índices de temporalidad, informalidad y
formas de trabajo precarias que están en
la base del aumento de la pobreza, mise-
ria y precarización que ya es reconocido
por todos los estudios existentes. En cam-
bio, la competitividad del país no aumen-
tó como se prometía, pues además del
rezago tecnológico, la escasa inversión en
ciencia y tecnología, la infraestructura fí-
sica férrea, portuaria, energética y carre-
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teable no estaba adaptada para soportar
una mayor productividad ni se avanzó con
la celeridad necesaria para mejorar esas
condiciones físicas.

Por lo demás en un clima de confron-
tación política  como la que vive el país, y
por la falta de una cultura de compromi-
sos sistémico con la productividad, las
empresas no han encontrado estrategias
para elevar su eficiencia. Cómo puede
esperarse una mayor eficiencia de trabaja-
dores ocasionales que van cada mes a una
empresa diferente, o se ocupan alternada-
mente en ramas de actividad diferentes?
Qué tanto compromiso con la suerte de las
empresas puede esperarse de personas que
reciben pago mínimo, carecen de protec-
ción social y sufren la negación del dere-
cho a asociarse y negociar colectivamente?

Además con las elevadas tasas de in-
terés que se han mantenido a lo largo de
la década, cómo pueden las empresas ob-
tener ganancias para cubrir sus pasivos
bancarios y tener un margen para reinver-
tir y crecer? Además del mantenimiento
de una tasa de cambio revaluada a lo largo
de un lustro con el mecanismo de banda
cambiaria, que afectó severamente a los
exportadores y con ello, la producción y
el empleo.

Se puede concluir entonces, que el
sector laboral pagó el costo del recorte de
beneficios al que la reforma laboral lo so-
metió, como condición  para mejorar la
inserción del país en la economía global.
Pero al cabo de una década, no ha mejo-
rado la presencia del país, en el escenario

internacional  el país vivió la peor rece-
sión de su historia con un crecimiento
negativo de -6% en el producto industrial
en 1999, los mayores niveles de desem-
pleo,  60% de ciudadanos en pobreza y
28% de ellos en miseria absoluta.

Resta por ver si el país tendrá la capa-
cidad de introducir los correctivos del caso
para encontrar una senda consensuada de
eficiencia y equidad.
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